El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 1ª instancia – 08 de mayo de 2018
Proceso:


Tutela  – Contra providencia judicial – Inmediatez - Improcedente

Radicación Nro. :

66001-22-13-000-2018-00194-00
Accionante (s): 

Uriel de Jesús Rendón Agudelo
Accionado (s):

Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira
Vinculado (s):

Juzgado Quinto Civil Municipal de esta ciudad y el señor Héctor Enrique Castaño Velásquez.
Magistrada Ponente:
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 


RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL / SENTENCIA DEL 28 DE SEPTIEMBRE DE 2017 / INMEDIATEZ / IMPROCEDENTE – Aduce que la sustentación de esa sentencia carece de “poder argumentativo” y de análisis probatorio, porque: a) se limitó a confirmar los argumentos de la juez de primera instancia; b) se dejó de analizar de forma íntegra el dictamen del perito Eduardo Rojas González; c) no se tuvo en cuenta que el allí demandado aceptó la existencia de un daño, pero no con la gravedad que alega el demandante, ni que la avería se presentó únicamente en la parte trasera del bien, la cual corresponde al patio de la vivienda, tal como se demostró en la inspección realizada por el citado perito; d) aunque se produjo una inclinación permanente en el tercer piso de la vivienda, esta no es peligrosa ni impide la ocupación de esa planta y e) se dio más credibilidad al peritaje del ingeniero Escalante y se restó el del ingeniero Rojas, por la única razón que el primero posee una

(…)

Las pruebas documentales que obran en el disco compacto allegado con la demanda, acreditan que el Juez Segundo Civil del Circuito de Pereira, en audiencia del 28 de septiembre de 2017, dio lectura a la sentencia de segunda instancia, por medio de la cual decidió confirmar el fallo proferido por el Juzgado Quinto Civil Municipal de esta ciudad, el 25 de mayo anterior, dentro del proceso verbal promovido por el señor Héctor Enrique Castaño Velásquez contra el aquí accionante.

Sin embargo, solo el 23 de abril este año solicitó protección constitucional . Es decir, que transcurrieron más de seis meses desde cuando se dictó la providencia en la que encuentra el citado señor lesionados sus derechos, sin que haya actuado con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo y no se evidencia la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción ya que ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitía deducirla. 

En conclusión y ante la ausencia del presupuesto de inmediatez, se declarará improcedente la tutela solicitada, sin que en consecuencia sea del caso analizar si el funcionario accionado lesionó los derechos fundamentales cuya protección invoca el demandante.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, mayo ocho (8) de dos mil dieciocho (2018)


Acta No. 150 de 8 de mayo de 2018

Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00194-00
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por el señor Uriel de Jesús Rendón Agudelo contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Juzgado Quinto Civil Municipal de esta ciudad y el señor Héctor Enrique Castaño Velásquez. 
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado del actor los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El señor Héctor Enrique Castaño Velásquez formuló demanda de responsabilidad civil extracontractual en contra del accionante.
1.2 Luego de agotadas las etapas correspondientes, la Juez Quinta Civil Municipal de Pereira profirió sentencia en la que condenó al actor al pago de aproximadamente $100.000.000, por los daños que causó en la vivienda de aquel y por concepto de costas procesales. 
1.3 Oportunamente se formuló recurso de apelación contra esa sentencia. El trámite de la segunda instancia le correspondió al funcionario accionado, quien decidió confirmar el fallo.
1.4 Aduce que la sustentación de esa sentencia carece de “poder argumentativo” y de análisis probatorio, porque: a) se limitó a confirmar los argumentos de la juez de primera instancia; b) se dejó de analizar de forma íntegra el dictamen del perito Eduardo Rojas González; c) no se tuvo en cuenta que el allí demandado aceptó la existencia de un daño, pero no con la gravedad que alega el demandante, ni que la avería se presentó únicamente en la parte trasera del bien, la cual corresponde al patio de la vivienda, tal como se demostró en la inspección realizada por el citado perito; d) aunque se produjo una inclinación permanente en el tercer piso de la vivienda, esta no es peligrosa ni impide la ocupación de esa planta y e) se dio más credibilidad al peritaje del ingeniero Escalante y se restó el del ingeniero Rojas, por la única razón que el primero posee una maestría, a pesar de la experiencia que tiene el último. 
1.5 La jueza de primera instancia, reconoció que el daño no es del todo imputable al proceder de su poderdante, ya que en la construcción de la casa afectada se incumplieron las normas estructurales y de cimentación exigidas para las edificaciones de tres plantas. Esa funcionaria desconoció la influencia del colector Egoyá, situación que aunque no fue la causa directa de la avería, sí pudo haber contribuido en ella. 
1.6 Se cumplen los requisitos generales de procedencia de la acción de amparo pues el asunto tiene relevancia constitucional; ya se agotaron los medios ordinarios con que se contaba en el proceso ordinario; se cumple el requisito de la inmediatez “pues aunque la jurisprudencia no ha establecido un tiempo exacto entre la vulneración y la interposición de la acción de tutela, si ha pasado un un (sic) tiempo razonables y proporcionado a la ocurrencia del hecho generador de la vulneración”; se trata de una irregularidad procesal que incide en la decisión final; se identificaron los hechos que generaron la lesión y no se controvierte un fallo de tutela.  
2. Considera lesionado el derecho al debido proceso y para su protección solicita que el recurso de apelación “sea revisado nuevamente por un juez que agote todos los requisitos de apreciación probatoria, tal como lo exige la ley y la jurisprudencia”.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Por auto del pasado 24 de abril se admitió la acción y se ordenó vincular al Juzgado Quinto Civil Municipal de Pereira y al señor Héctor Enrique Castaño Velásquez.

2. Solamente se pronunció este último, por intermedio de su apoderada general, quien a su vez concedió poder especial a profesional del derecho. Solicita se declare improcedente el amparo ya que los juzgados accionados no incurrieron en defecto fáctico pues, contrario a lo alegado por el actor, sí valoraron los dictámenes periciales aportados y este análisis no se advierte caprichoso, por el contrario acudieron a los criterios determinados en el artículo 232 del Código General del Proceso. Además, para dar mayor preponderancia a uno sobre el otro, argumentaron que la prueba pericial arrimada por la parte demandante es clara y precisa y quien la elaboró cuenta con estudios en el área específica, mientras que el perito nombrado de oficio “se equivocó en el tipo de estructura aprobada por la Curaduría… y demostró serios errores en el presupuesto que elaboró para las reparaciones”.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si en este caso se cumplen los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales y de serlo, si los funcionarios accionados desconocieron los derechos fundamentales de que es titular el demandante con la decisión de condenarlo al pago de los daños causados en la vivienda de su vecino, por una suma que considera desproporcional.

3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. De conformidad con la primera jurisprudencia transcrita uno de los principios que caracterizan la tutela es el de la inmediatez, en virtud del cual, a pesar de no existir un término de caducidad para instaurarla, quien considere lesionado un derecho fundamental del que es titular, debe acudir a ese mecanismo excepcional de defensa judicial en un plazo razonable y oportuno a partir de la ocurrencia del hecho que le causa el agravio.

El precedente de la Corte Constitucional ha enseñado que la solicitud de amparo debe elevarse en un plazo razonable, oportuno y justo, conforme a las condiciones de cada caso y ha precisado que la inexistencia de un término de caducidad no implica que la tutela pueda instaurarse en cualquier tiempo. Así, ha dicho:

“Si con la acción de tutela se busca la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, frente a su presunta vulneración o amenaza, la petición ha de ser presentada en el marco temporal de ocurrencia de la amenaza o violación de los derechos. Pues, de no limitar en el tiempo la presentación de la demanda de amparo constitucional, se burla el alcance jurídico dado por el Constituyente, y se desvirtúa su fin de protección actual, inmediata y efectiva… 

…Frente a la inmediatez se ha dicho que, pese a no tener un término de caducidad expresamente señalado en la Constitución o en la ley,  la acción de tutela como mecanismo de protección constitucional procede dentro de un término razonable y proporcionado contado a partir del momento en que se produce la vulneración o amenaza al derecho. Se justifica la exigencia de dicho término toda vez que con éste se impide el uso de este mecanismo excepcional como medio para simular la propia negligencia o como elemento que atente contra los derechos e intereses de terceros interesados, así como mecanismo que permite garantizar los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica que se deprecan de toda providencia judicial… 
De este modo, la oportunidad en la interposición de la acción de tutela se encuentra estrechamente vinculada con el objetivo que la Constitución le atribuye de brindar una protección inmediata, de manera que, cuando ello ya no sea posible por inactividad injustificada del interesado, se cierra la vía excepcional del amparo constitucional y es preciso acudir a las instancias ordinarias para dirimir un asunto que, debido a esa inactividad, se ve desprovisto de la urgencia implícita en el trámite breve y sumario de la tutela”
.
Sobre el tema la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha expresado:

“… descendiendo al caso de autos, concluye la Corte que la solicitud de resguardo carece del requisito de inmediatez, habida cuenta de que entre la fecha de expedición de la sentencia criticada y de su corrección, esto es, 2 y 12 de septiembre de 2014, por medio de la cual el Tribunal encartado accedió a la pretensión de los accionantes –disponiendo que la misma sería satisfecha por equivalencia-, y la de interposición de la demanda que nos ocupa, 9 de abril de 2015 (fl. 56 vto. precedente), transcurrió un lapso que supera el de seis (6) meses fijado por la consistente jurisprudencia de esta Corporación, como razonable y proporcional para que las personas afectadas en sus prerrogativas básicas ejerzan esta acción constitucional; sin que la parte accionante hubiera alegado ni menos demostrado motivo alguno que justifique tan notoria tardanza.”
 (Subrayas fuera del texto original)
5. En el caso concreto, pretende el accionante se ordene proferir una nueva sentencia en la cual se valoren de forma adecuada las pruebas aportadas en el proceso de responsabilidad civil extracontractual iniciado en su contra.

6. Las pruebas documentales que obran en el disco compacto    allegado con la demanda, acreditan que el Juez Segundo Civil del Circuito de Pereira, en audiencia del 28 de septiembre de 2017
, dio lectura a la sentencia de segunda instancia, por medio de la cual decidió confirmar el fallo proferido por el Juzgado Quinto Civil Municipal de esta ciudad, el 25 de mayo anterior, dentro del proceso verbal promovido por el señor Héctor Enrique Castaño Velásquez contra el aquí accionante.

Sin embargo, solo el 23 de abril este año solicitó protección constitucional
. Es decir, que transcurrieron más de seis meses desde cuando se dictó la providencia en la que encuentra el citado señor lesionados sus derechos, sin que haya actuado con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo y no se evidencia la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción ya que ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitía deducirla. 

7. En conclusión y ante la ausencia del presupuesto de inmediatez, se declarará improcedente la tutela solicitada, sin que en consecuencia sea del caso analizar si el funcionario accionado lesionó los derechos fundamentales cuya protección invoca el demandante.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Declarar improcedente la acción de tutela propuesta por el señor Uriel de Jesús Rendón Agudelo contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Juzgado Quinto Civil Municipal de esta ciudad y el señor Héctor Enrique Castaño Velásquez.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Corte Constitucional. Sentencia T-580 del 2011. Magistrado Ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� Sala de Casación Civil, sentencia de tutela STC4837-2015 del 23 de abril de 2015, M.P. Jesús Vall de Rutén Ruiz, radicado No. 11001-02-03-000-2015-00753-00


� Ver archivos que contiene el disco compacto que obra a folio 24 


� Ver folios 23 y 25 
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